
JUICIO ÉTICO Y POLÍTICO AL NEGOCIO DE LA SALUD EN COLOMBIA: 
CONTRA LA INTERMEDIACIÓN FINANCIERA

Y SUS MÁXIMOS RESPONSABLES Y BENEFICIARIOS1

CONTEXTO EN SALUD Y SEGURIDAD SOCIAL

Mediante la Ley 100 de 1993 fue creado el actual Sistema de Seguridad Social Integral
que reemplazó el Sistema Nacional de Salud que hasta esa fecha era el vigente en Colombia.
Este sistema está sustentado en el llamado modelo del pluralismo estructurado2, e incorpora los
criterios centrales del modelo hegemónico de las reformas sanitarias, impulsado por el Banco
Mundial en la década de los años noventa en la región. 

Con el discurso de la búsqueda de eficiencia en el uso de los recursos, como alternativa
para lograr mayor equidad en el acceso a los servicios, la Ley 100 condujo a que la salud
entrara a la lógica del intercambio comercial, reemplazando el anterior esquema de subsidios a
la oferta de los servicios de salud, por un esquema de subsidios a la demanda3. Uno de los
principales argumentos es que los individuos pueden ejercer su libertad de elección, lo que se
traducirá en mayor eficiencia en el uso de los recursos, siendo el papel del Estado, regular el
mercado. De esta forma, según su capacidad económica, los usuarios podrán comprar pólizas
de aseguramiento, mientras que diversas aseguradoras, principalmente empresas privadas,
compiten por ofrecer los mejores servicios. 

Durante los 20  años de aplicación de la Ley 100, la  práctica ha demostrado que el
modelo de aseguramiento financiero favorece los procesos de acumulación de capital por parte
de los capitalistas de la salud, reproduce las desigualdades históricas entre clases, y profundiza
la pauperización y precarización de la población que se traduce en mayores condiciones de
pobreza. 

También se ha evidenciado la debilidad estructural del Estado en sus funciones de vigilancia y
control, permitiendo que las aseguradoras – en su mayoría privadas – implementen estrategias
tanto legales como ilegales para convertir  en  ganancia  las primas que el Estado y los
ciudadanos aportan para recibir servicios de salud, utilizan estos recursos en los mercados
financieros, y otras formas de inversión que multipliquen sus ganancias4. 

En consecuencia, la Ley 100/93 consolidó dinámicas sistemáticas de vulneración de derecho a
la salud, expresadas en altos costos generados por la intermediación de las EPS5; aumento de

1 Versión actualizada a septiembre de 2014
2 Basado en la concepción construida por Alain Enthoven, para quien “la esencia de la competencia estructurada es utilizar 

todos los medios e instrumentos disponibles para desarrollar una conciencia de costo-efectividad en la estrategia de 
selección de los planes de salud por los consumidores, teniendo como objetivo alcanzar la eficiencia y la equidad en el 
financiamiento y en la prestación de los servicios de salud”, citado en "Política social, exclusión y equidad en América 
Latina en los años noventa" por Sonia Fleury, publicado por la Secretaría de Promoción Social de Buenos Aires, 1999.

3 Ampliar la información sobre estos dos conceptos
4 Una demostración fehaciente, es la sanción de la Superintendencia de Industria y Comercio contra 14 de las principales 

Empresas Promotoras de Salud EPS, emitida a inicios de septiembre de 2011, al constatar la existencia de un acuerdo entre 
ellas, lideradas por ACEMI, gremio que las agrupa, para negar servicios a los usuarios incluidos en el Plan Obligatorio de 
Salud. Ver: http://www.eltiempo.com/economia/empresas/ARTICULO-WEB-NEW_NOTA_INTERIOR-10275644.html

5 Según el entonces Vicepresidente de la República, Angelino Garzón, los costos de intermediación de las EPS son de al menos
9 de los 37 billones que mueve el mercado de la salud en Colombia .Ver http://www.portafolio.co/economia/gastos-
intermediacion-agrava-crisis-la-salud
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barreras de acceso a los servicios de salud, que han llegado incluso a configurar prácticas
perversas como la del llamado “paseo de la muerte”; crisis generalizada de la red pública
hospitalaria (quiebre, cierre y privatización de hospitales); aumento de la morbilidad y mortalidad
por enfermedades transmisibles; bajas coberturas de vacunación; baja calidad y restricción de
medicamentos, etc.

A pesar de generar un mayor y creciente gasto -público y de los usuarios-., desde sus
inicios, el funcionamiento de la Ley 100 ha sido traumático, y reiteradamente los intermediarios
financieros  manifestaron  problemáticas  económicas,  que  por  falta  de  control  por  parte  del
gobierno, desembocó en la declaratoria del estado de  emergencia social en salud6, que a su
vez,  evidenció  la  pretensión  del  gobierno  presidido  entonces  por  Alvaro  Uribe  Vélez,  de
fortalecer el modelo de intermediación y especialmente a los beneficiarios del mismo.

Las razones esgrimidas fueron de carácter financiero:  “el Sistema debe suministrar, por
fuera del aseguramiento obligatorio, medicamentos y servicios no incluidos en los Planes de
beneficios, lo cual actualmente es financiado a través del mecanismo de recobro por parte de
las Entidades Promotoras de Salud, en el Régimen Contributivo ante el Fondo de Solidaridad y
Garantía - FOSYGA, y en el Régimen Subsidiado ante las Entidades Territoriales,  sin que el
Estado  cuente  con  los  mecanismos  para  identificar  adecuadamente  situaciones  de
abuso en la demanda de estos servicios7”, que al no estar previstos en la ley, y a la vez, en la
medida en que esta situación “se ha venido generalizando, de manera sobreviniente e inusitada
(…) pone en riesgo el equilibrio del Sistema”8. 

En abril de 2010 fue declarado inconstitucional el decreto que dio vida a la emergencia social,
puesto  que  desde 1997 el gobierno ha mencionado hechos como los argumentados  para
declararla; por lo tanto no se trata de hechos sobrevinientes ni extraordinarios como le exige la
normatividad vigente. 

ORIGEN DE LA OCTAVA PAPELETA, POR LA SALUD Y LA SEGURIDAD SOCIAL COMO
DERECHOS FUNDAMENTALES 

En el contexto de la indignación generalizada contra la emergencia social en salud, inicia
una nueva fase de organización y movilización social por este derecho fundamental,
exteriorizada en la toma pacífica de dos iglesias de Bogotá (19 de enero de 2010), las marchas
del 6 y del 18 de febrero, del 16 de abril del mismo año, y las que desde entonces han ocurrido
en todo el país, convocadas a través de las redes sociales, medios alternativos de
comunicación, y principalmente, por el voz a voz entre las comunidades. En estas jornadas se
ha constatado la participación de numerosos sectores que hasta entonces no se visibilizaban,
como los pacientes, las facultades de medicina de universidades privadas, organizaciones
médicas, en articulación con organizaciones sociales de base, de trabajadores, asociaciones de
usuarios, comités de participación comunitaria en salud –Copacos- y pobladores en general.

Posiblemente el  principal  logro de esta dinámica de movilización social, ha sido que
diversos actores y sectores, hicimos consciencia de la necesidad y urgencia  de transformar
radilcamente  el modelo  de salud de la  ley  100/93, y  fuimos conformando un escenario de
convergencia, que alcanzó a consensuar un acumulado de 12 campos básicos que deben

6 Mediante el Decreto 4975 del 23 de diciembre de 2009
7 Ver Decreto 4975 de 2009. El subrayado es nuestro.
8 ibid
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caracterizar ese nuevo modelo de salud y seguridad social en Colombia. Posteriormente, en el
inicio del periodo de gobierno de Juan Manuel Santos, ante la presentación del proyecto de ley
que reformaba la salud, que luego fue aprobado y convertido en la ley 1438 de 2011, la tarea de
cambiar totalmente el modelo de la ley 100/93, se convirtió en una prioridad para  quienes
estamos convencidos de que la salud y la seguridad social deben ser Derechos Fundamentales
-reales y efectivos-, que se materializa en el movimiento social Octava Papeleta, por la Salud y
la Seguridad Social como Derechos Fundamentales.

Quienes impulsamos el movimiento social Octava Papeleta por la Salud y la Seguridad
Social como derechos fundamentales, nos proponemos: 

1. Generalizar en el conjunto de la población colombiana, la concepción de  la salud y la
seguridad  social  como  derechos  fundamentales,  exigibles  política,  social  y
jurídicamente.

2. Construir y/o fortalecer un amplio movimiento social, que se apropie de la lucha por un
nuevo modelo de salud y seguridad social en Colombia -desde la perspectiva de la vida
con calidad y dignidad-, y gane la capacidad de realizar las movilizaciones necesarias
para lograr que esa legítima aspiración sea realidad.

3. Construir una propuesta alternativa de modelo de salud y seguridad social, ampliamente
participativa  y  propiciando  diálogos  de  saberes  entre  las  comunidades,  sectores
académicos, de la investigación, y quienes laboran en el sistema. Esta propuesta será
ampliamente  socializada  hasta  lograr  el  empoderamiento  de  amplios  sectores
poblacionales, para que se constituyan en actores por el cambio total de la ley 100/93.

4. Lograr la derogatoria de la Ley 100/93 y sus desarrollos posteriores, y la instauración de
un sistema que garantice los derechos fundamentales a la salud y seguridad social, fruto
del  proceso colectivo  de construcción,a  través de algún mecanismo de participación
popular  que permita alcanzar  estas dos finalidades9.  La  campaña,  buscará espacios
para que sus propuestas sean tenidas en cuenta en los diálogos de paz.

El movimiento social Octava Papeleta por la Salud y la Seguridad Social como Derechos
Fundamentales, se ha consolidado como un proceso de largo aliento, que hemos definido
realizar en tres campos de acción: 

a) La Octava Papeleta: ¡Voz y Voto por tus Derechos!, mecanismo de participación de
hecho, para generar un mandato popular en salud y seguridad social. Desde su inicio en
2011 y hasta el 26 de junio de 2012, realizamos una Consulta Nacional Popular por el
Derecho a la Salud y la Seguridad Social. 

b) Una estrategia jurídica integral en aras de lograr sanción social y judicial para los
máximos responsables del modelo intermediación financiera en salud, articulando varios
mecanismos colectivos: juicio ético y político, acciones populares y acciones de grupo.

c) La construcción participativa de una Iniciativa Popular Legislativa para buscar convertir
en ley la justa y legítima aspiración del pueblo colombiano10. 

9 La lucha por otro modelo de salud y seguridad social, enfrentará un nuevo desafío, a partir del momento en que sea 
sancionada y entre en vigencia, la Ley Estatutaria en Salud, aprobada por el Congreso en junio de 2013 y declarada exequible
por la Corte Constitucional en mayo de 2014.Simultáneamente, el gobierno Santos procuró hacer aprobar otra reforma 
ordinaria, centrada en la transformación de la intermediación financiera, para fortalecerla; la creación de un banco central de 
la salud, que facilitaría la administración y apropiación de los dineros de la salud, por parte de los intermediarios.
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SOBRE  EL  JUICIO ETICO Y POLITICO  AL  NEGOCIO  DE  LA  SALUD,  CONTRA  SUS
MAXIMOS RESPONSABLES Y BENEFICIARIOS

El Juicio Ético y Político se asimila a la figura de “Tribunal de Opinión”, cuyo origen se
remonta a 1966, cuando el  filósofo inglés Bertrand Russell convocó el  Tribunal Russell, “con el
fin de enjuiciar las violaciones del derecho humanitario durante la guerra del Vietnam, por parte
del gobierno de los Estados Unidos y de sus aliados”. Los Tribunales de Opinión, por sus
características, origen, y composición características, se constituyen en expresiones de la
conciencia ética de la humanidad; su legitimidad se fundamenta en su fuerza moral, pues se
procura que su conformación sea por parte de personalidades de las más altas calidades, “de
diversos países del mundo, de diversas disciplinas y diversos horizontes ideológicos”.11 

Más ampliamente, el Juicio Ético  y Político “pretende garantizar un espacio de
visibilidad, de toma de palabra, de juicio a las violaciones masivas de los derechos humanos,
individuales y colectivos, y a los derechos de los pueblos, que no encuentran respuestas
institucionales a nivel nacional o internacional”, teniendo claro que en sí mismo no tiene carácter
vinculante para las autoridades o particulares enjuiciados, más allá de la sanción social que
genere. Sin embargo, su potencia radica en que su accionar se convierte en “expresión de la
soberanía de los pueblos del mundo y de los organismos de la sociedad civil, que es la fuente
única de la autoridad de los mismos Estados”12.

ESTRATEGIA JURIDICO -POLITICA INTEGRAL DE LA OCTAVA PAPELETA

PRIMERA FASE: SEGUNDA FASE TERCERA FASE

Juicio ético y político al negocio 
de la salud en Colombia: Contra 
la intermediación financiera y sus 
máximos responsables y 
beneficiarios.

Acciones legales en el ámbito 
nacional: 

 Penal 
 Administrativo
 Disciplinario
 Constitucional

Acciones en el  ámbito 
internacional

 Audiencia temática ante  
la Comisión 
Interamericana de 
Derechos Humanos.

OBJETIVOS DEL JUICIO ETICO Y POLITICO

El juicio ético político al negocio de la salud, corresponde a la primera fase de la
estrategia jurídica  tiene como objetivo principal imponer una sanción política, ética y social
sobre las acciones y omisiones de los máximos responsables de la vulneración masiva y
sistemática del derecho a la salud.  Esta primera etapa busca alcanzar los siguientes objetivos: 

1. Visibilizar ampliamente la problemática de la salud en Colombia, contribuyendo a que la
población en general haga conciencia de la salud como derecho fundamental, exigible
social y jurídicamente, y no solo como la prestación de servicios individuales de salud, 

10 Para la época en que la propuesta de nuevo modelo de salud y seguridad social esté en condiciones de ser presentada al 
Congreso, DEBEMOS haber logrado avanzar significativamente en el proceso de organización y movilización popular, que 
genere la presión necesaria para que los congresistas legislen en favor de los intereses del pueblo colombiano.

11 Apartes tomados de http://www.javiergiraldo.org/spip.php?article49. Luego de la segunda sesión del Tribunal Russel (1974-
1976) para enjuiciar los crímenes de las dictaduras latinoamericanas, fueron creados varias instancias de opinión “que 
asumieron la lucha por la defensa de los derechos de los pueblos, entre ellos el Tribunal Permanente de los Pueblos”, el de 
mayor reconocimiento a nivel mundial.

12 http://www.dhcolombia.info/spip.php?article613
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2. Ubicar los problemas estructurales del sistema de salud, como consecuencia de la
intermediación financiera, y lograr que el común de los colombianos los comprendan,
fortaleciendo los procesos de exigibilidad del derecho a la salud.

3. Fortalecer y articular el movimiento popular por la salud y la seguridad social,
trascendiendo de las luchas individuales por la prestación de servicios en salud, a una
visión colectiva e integral de la salud, y por lo tanto, 

4. Clarificar  la  relación entre el  componente salud y el  conjunto  de la  seguridad social
(pensiones y saludo en el trabajo). 

5. Crear formas de justicia popular que establezcan sanciones sociales, políticas y éticas a
los máximos responsables de la vulneración del derecho a la salud,  ya  sea  en  su
condición de responsables de las politicas públicas hoy existente, o en su calidad de
beneficiarios económicos del actual modelo de salud y seguridad social.

LOS ACUSADOS

El Juicio Ético y Político al Negocio de la Salud en Colombia, está dirigido contra los
actores  a  quienes  acusamos  de  ser  los  máximos responsables  y  beneficiarios  de  la
intermedicación financiera en salud en Colombia, identificados en:

1) El Estado colombiano
2) Los intermediarios financieros en salud (EPS)

Afirmamos -y esperamos demostrar- que el Estado es responsable por sus acciones y
omisiones en la crisis de la salud en Colombia, pues ha diseñado un marco constitucional y
legal que favorece el negocio de la salud, ha tomado medidas legislativas, administrativas que
favorecen la intermediación, y ha omitido sus funciones de control y supervisión favoreciendo el
negocio de la salud en detrimento del goce efectivo del derecho de a salud, por parte  de la
población.  

Si bien una buena parte de las acciones y omisiones vulneratorias del derecho a la salud
son producto de la corrupción, la ilegalidad y la búsqueda de ganancia a toda costa por parte de
las EPS -lo que ha generado incluso la pérdida de vidas humanas-, existen también acciones
que ajustándose a los parámetros fijados por la ley, sin embargo atentan contra el derecho a la
salud. Este es campo de la responsabilidad estatal, por la permisividad con que ha actuado
frente a los intermediarios. 

El Estado en su conjunto es responsable por diseñar y poner en marcha una política
pública que vulnera el derecho a la salud, y no garantiza su protección y cumplimiento. La ley
100 de 1993 y aquellas que la han reglamentado y reformado13, no han logrado las metas
inicialmente  promocionadas como alcanzables máximo en el año 2.000,  más  allá  de  la
cobertura formal: Cobertura real, eficiencia y calidad en el servicio. 

Por el contrario, las sucesivas reformas a la Ley 100 de 1993, han sido presentadas
como necesarias para corregir las fallas estructurales que desde su inicio ha presentado el
sistema para su adecuado  funcionamiento, manteniendo e incluso fortaleciendo el modelo de

13 La Ley 1122 de 2007; la Ley 1438 de 2011; Ley Estatutaria en Salud, aprobada en junio de 2013, exequible en mayo de 
2014.
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intermediación financiera por parte de las EPS, aparte de limitar el derecho a la salud, pues
durante muchos años en el régimen subsidiado, el plan obligatorio de salud corresponde al 60%
del POS del régimen contributivo. Adicionalmente, durante los dos periodos de Alvaro Uribe V.
(2012 – 2010), fue  incrementada desmesuradamente de la población del régimen subsidiado,
como una herramienta de control y manipulación política, especialmente de las poblaciones
más empobrecidas del país. 

También afirmamos son responsables de primer orden -en calidad de  beneficiarias-, las
Empresas Promotoras de Salud EPS, en su gran mayoría de carácter privado. Mediante la ley
100 de 1993, se les asignó la afiliación de todos los usuarios y la administración de la
prestación de los servicios de salud,  a través del  Plan Obligatorio de Salud POS -atención
preventiva, médico-quirúrgica y medicamentos esenciales-. Para ejecutar su mandato, la ley les
delegó el recaudo de las cotizaciones de todas las personas afiliadas al sistema, por lo que
tienen el manejo de todos los recursos que aportan las personas con capacidad de pago, del
régimen contributivo, o el Estado, afiliados al régimen subsidiado. 

En el caso del régimen subsidiado, desde sus inicios, fueron frecuentes las denuncias
por comportamientos especulativos y prácticas en favor de sus propietarios, aparte de que el
control de estos dineros en municipios alejados de los centros de control, promovió dinámicas
de corrupción por parte de político locales y en no pocas oportunidades, estos recursos fueron
apropiados por estructuras paramilitares. Fue necesario acabarlas y reemplazarlas por las EPS
del régimen subsidiado.

MOVIMIENTO SOCIAL OCTAVA PAPELETA,
POR LA SALUD Y LA SEGURIDAD SOCIAL COMO DERECHOS FUNDAMENTALES

JUICIO ETICO Y POLITICO A L NEGOCIO DE LA SALUD EN COLOMBIA: 
CONTRA LA INTERMEDIACION FINANCIERA Y SUS MAXIMOS RESPONSABLES
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ESTADO COLOMBIANO
Por crear y poner en marcha  el sistema de salud bajo la forma de intermediación

EMPRESAS PROMOTORAS DE SALUD E.P.S.
Por el manejo de los recursos públicos fundamentales para la salud

CONSECUENCIAS

PACIENTES:
- Afectación en salud
- Enfermedad familiar
- Barreras de acceso

- Judicialización 
sistema de salud

TRABAJADORES:
- No pagos

- Pérdida autonomía 
médica

-Precarización laboral
- Acoso laboral

ESTUDIANTES:

- Deshumanización de 
la formación

- Mediocridad 
académica

HOSPITALES:

- No pago por las 
EPS

- Liquidación, cierre, 
privatización



Desde la entrada en operación de las EPS en 1995, dichas empresas han implementado
todo tipo de acciones para contener costos, implementando nuevas forma de acumulación de
capital, a través de la explotación de la salud. Algunas de  las prácticas más comunes de las
EPS14 durante casi dos décadas de existencia, han sido:  

1. La negación de la afiliación por problemas administrativos (doble afiliación;
2. multiafiliación;  (selección adversa); 
3. negación de los servicios incluidos dentro del POS (medicamentos,  procedimientos,

tratamientos);
4. incorporación de la acción de tutela para la prestación de los servicios de salud;
5. recobros al Estado para el pago de paquete “no POS” o “POS jurisprudencial”, en redes

de corrupción de pacientes inexistentes, medicamentos no ordenados, etc; 
6. creación de carteles para anular la competencia y crear un oligopolio en los servicios de

salud15; 
7. formación de redes de corrupción dentro del Estado, en los organismos encargados de

su vigilancia y control16; 
8. precarización de las condiciones laborales de los trabajadores de la salud; 
9. no pago de las deudas a los hospitales públicos y privados que pone en grave peligro su

funcionamiento, o que impulsan su quiebra y el cierre de estas instituciones; 
10. uso de los recursos de la salud para la inversión en activos fijos, o en inversiones en

mercados financieros de especulación; 
11. Iliquidez intencional de la mayoría de aseguradoras privadas; 
12. control de la información que reportan al Estado con inconsistencias, ausencia de

reportes; 
13. ausencia de programas de promoción y prevención de la salud.

LAS VICTIMAS DE LA INTERMEDIACION FINANCIERA EN LA SALUD

A partir de los procesos de investigación y denuncia, que durante años han realizado
organizaciones que luchan por el derecho a la salud, han sido identificados varios grupos de
víctimas de la ley 100: 1) Usuarios; 2) estudiantes de ciendas de la salud; 3) trabajadores de la
salud en todos los niveles; y 4) la red hospitalaria pública y privada17. 

Los usuarios son los primeros afectados con la intermediación financiera, en la medida
en que sus necesidades en salud no son atendidas, y padecen la constante negación del
acceso a los servicios de salud por parte de la EPS a la que se encuentre afiliado. Los daños y
perjuicios para estas víctimas pasan inicialmente por consecuencias para la vida de la persona,
como prolongación del sufrimiento, complicación del diagnóstico, secuelas permanentes,
discapacidad, e incluso la muerte.

A su vez, la falta de atención genera daños en la red social de apoyo de la persona,
generando nuevas enfermedades y más personas sin atención. Por otra parte, el modelo obliga

14 Esta relación de prácticas se constituyen en hipótesis a demostrar en el proceso investigativo, y en contenido de las 
acusaciones a presentar, tanto al gobierno como a las EPS.

15 Ver http://www.eltiempo.com/justicia/ARTICULO-WEB-NEW_NOTA_INTERIOR-9215969.html
16 Ver http://www.elespectador.com/impreso/salud/articulo-267548-abren-indagacion-34-gerentes-de-eps-carrusel-de-salud
17 Como en el apartado de los acusados, para grupo de víctimas precisaremos las hipótesis que orienten el proceso de 

levantamiento de evidencias.
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a que los pacientes tengan que pagar tarifas adicionales a la cotización mensual, los llamados
copagos, cuotas moderadoras y gasto de bolsillo, para recibir atención, lo que constituye una
nueva barrera de acceso al sistema. 

También la negación de medicamentos y demás insumos requeridos afecta directamente
las finanzas de los pacientes, reproduciendo el sistema las desigualdades sociales y la
precarización de la población ante los gastos catastróficos en salud. Además de ello, los
pacientes deben enfrentarse administrativa y judicialmente al sistema para obtener los servicios
de salud, y en esa medida deben hacer uso de los derechos y acciones constitucionales, como
el derecho de petición o la acción de tutela, lo cual impone cargas adicionales y nuevas
barreras para recibir atención, debido a la falla estructural del sistema. Quienes tutelan deben
volver a los juzgados con incidentes de desacato para buscar la protección y el cumplimiento de
los fallos judiciales.

FASES DEL JUICIO ETICO Y POLITICO

1. Recolección, documentación y sistematización de información, referida a los cuatro
grupos de víctimas, y a la lógica general del sistema de salud, a partir de pautas
comunes que puedan ser usadas en las diversas regiones donde hay en cursos
procesos de la campaña. Implica el diseño y desarrollo de dinámicas investigativas de
carácter académico y social, en la perspectiva de construir evidencias que den cuenta
de la lógica general del modelo y a la vez, generen una muestra, lo más representativa
posible . Tiempo: Permanente 

2. Organización y realización de eventos preparatorios regionales, de presentación del
proceso de enjuiciamiento, de activación de procesos de denuncia de las violaciones al
derecho a la salud y de las consecuencias que ha generado el modelo de salud, para las
comunidades  (usuarios),  trabajadores,  estudiantes  de  ciencias  de  la  salud  y  la  red
hospitalaria. Se espera que las audiencias preparatorias tendrán cinco momentos: 

a) Contextualización de la problemática nacional, en cuanto a la lógica general del
sistema de intermediación financiera, teniendo el cuidado de que no se convierta en
el centro del evento regional. 

b) Presentación de denuncias base (preparadas con anterioridad) de vulneraciones
del  derecho  a  la  salud  en  la  región,  contra  usuarios  (pacientes),  trabajadores  y
profesionales en salud, red hospitalaria, estudiantes.  Este momento es el central
de la audiencia.

c) Presentación de la necesidad de Justicia por los crímenes del sistema de salud
y del proceso de JEP como un avance en esa dirección, para ganar capacidad de
indignación  social  y  colectiva,  con  conocimiento  de  causa.  Llamado  a  que  las
comunidades,  denuncien  las  violaciones  de  que  han  sido  víctimas.  Socialización
sobre  cómo proceder en la región, no solo individualmente; fundamentalmente en
colectivo. 

d) Proyección  programática  y  organizativa  en  la  región,  del  proceso  del  JEP:
Llamado a fortalecer / promover la organización de las comunidades por el derecho
real a la salud y por la exigencia de justicia para los crímenes del sistema, en contra
de los máximos responsables y beneficiarios del mismo. Posicionar la organización
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popular  y  la  movilización,  como  herramientas  legítimas  en  procura  del  cambio
estructural del actual modelo de seguridad social en Colombia. 

e) Acción  de  movilización,  que  visibilice  más  ampliamente,  tanto  las  denuncias
presentadas,  como  la  exigencia  de  justicia,  vinculando  con  las  denuncias
presentadas durante el evento.

3. Sistematización  y organización de toda la información recopilada, tanto en las
audiencias preparatorias  y el proceso investigativo en general, y preparación de los
contenidos de la acusación y de las evidencias para el juicio.

4. Preparación de la acusación y de la defensa, con quienes asuman la representación
de las víctimas del modelo y de los  acusados (Estado y EPS).

5. Realización de la  sesión final  de juicio, en la que se presentan los acumulados
investigativos y de denuncia, con la lógica de enjuiciamiento y defensa. En la sesión de
juicio se presentarán los casos de impulso de las distintas víctimas del negocio de la
salud, que vez permitan develar las fallas estructurales del sistema de salud y los
diversos daños y afectaciones que deben ser reparadas por sus máximos responsables.
De esa sesión final saldrá veredicto sobre el negocio de la salud en Colombia, como
herramienta de sanción social y ética, que se convierte en herramienta de acción política
y de exigibilidad jurídica y política del derecho a la salud. Se espera que el veredicto
aporte propuestas y recomendaciones, tanto al Estado como a las víctimas y al
movimiento social en general, que propende por el derecho a la salud. 

ACTORES DEL JUCIO ETICO Y POLITICO
 El jurado: Será colectivo, diverso, impar, calificado y reconocido a nivel nacional e

internacional, que examine la acusación presentada, que se encargue de ponderar los
argumentos de ambas partes, brindando las garantías necesarias.

 La Defensa: Se buscará un defensor del Estado y un defensor de las EPS. En ambos
casos, se harán gestiones para que sean personas representativas, tanto de las políticas
estatales como de las EPS, que puede ser bien de ACEMI o alguien de  alto nivel en una
EPS. 

 La Fiscalía: Podría ser colectiva, de acuerdo con los sectores identificados como
víctimas: Los usuarios (pacientes), trabajadores, red hospitalaria, estudiantes, etc. 

 Las comunidades empoderadas  y  organizadas,  y  las  organizaciones sociales  que
asuman la dinamización de este proceso en las regiones.
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